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Sentencias del Tribunal Constitucional de España en las que se acuerda 

anonimizar a intervinientes en un proceso constitucional  

 

Se relacionan a continuación las sentencias del Tribunal Constitucional de España en las 

que se ha procedido a anonimizar a todas o algunas de las partes intervinientes en el 

correspondiente el proceso constitucional. Se incluye sólo la parte de cada sentencia que se 

refieren a esta cuestión. En todo caso, el texto íntegro de las sentencias puede obtenerse en el 

buscador de jurisprudencia de la web www.tribunalconstitucional.es  Previamente se 

transcribe el acuerdo del Tribunal en el que se regula la materia. 

 

Acuerdo de 23 de julio de 2015, del Pleno del Tribunal Constitucional, por el que 

se regula la exclusión de los datos de identidad personal en la publicación de las 

resoluciones jurisdiccionales. 

 

El Pleno del Tribunal Constitucional, en ejercicio de la competencia definida en el artículo 

2.2, en relación con el artículo 10.1.m), de la Ley Orgánica 2/1979, de 3 de octubre, ha 

adoptado el siguiente ACUERDO: 
 

Artículo l°. 
 

El Tribunal Constitucional en sus resoluciones jurisdiccionales preservará de oficio el 

anonimato de los menores y personas que requieran un especial deber de tutela, de las víctimas 

de delitos de cuya difusión se deriven especiales perjuicios y de las personas que no estén 

constituidas en parte en el proceso constitucional. 

 

Artículo 2º. 

El Tribunal, en los demás casos, podrá excepcionar, de oficio o a instancia de parte, la 

exigencia constitucional de publicidad de sus resoluciones (art. 164 CE), en lo relativo a los 

datos de identidad y situación personal de las partes intervinientes en el proceso. 

A tal fin, si una parte estimase necesario que en un asunto sometido al conocimiento del 

Tribunal no se divulgue públicamente su identidad o situación personal, deberá solicitarlo 

en el momento de formular la demanda o en el de su personación, exponiendo los motivos 

de su petición. 

El Tribunal accederá a la petición cuando, a partir de la ponderación de circunstancias 

debidamente acreditadas concurrentes en el caso, la estime justificada por resultar prevalente 

el derecho a la intimidad u otros intereses constitucionales. 

 
Artículo 3º. 

En los casos en que proceda preservar el anonimato de las personas concernidas por la 

publicación de las resoluciones del Tribunal Constitucional, se sustituirá su identidad por las 

iniciales correspondientes y se omitirán los demás datos que permitan su identificación. 

 

Disposición transitoria. 
 

http://www.tribunalconstitucional.es/
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Las disposiciones de este acuerdo serán aplicables a los procesos iniciados antes de su 

entrada en vigor. 
 

Disposición final. 
 

El presente acuerdo entrará en vigor el día de su publicación en el “Boletín Oficial del 

Estado”. 

 

Sentencia 31/1981, de 28 de julio 

 

El recurso de amparo tiene su origen en un proceso penal por robo en el que resultó condenado 

el demandante de amparo. Se procede a identificar al demandante con las iniciales de su nombre 

y apellidos, sin que haya motivación expresa en la sentencia, ni conste que sea menor.  

 

Sentencia 7/1994, de 17 de enero 

 

El recurso de amparo tiene origen en un proceso civil de filiación extramatrimonial, entablado 

por la madre soltera de una menor contra quien ella afirma que fue su progenitor. Las partes 

son identificadas mediante las iniciales de sus nombres y apellidos, sin que haya motivación al 

respecto en la sentencia. 

 

Sentencia 114/1997, de 16 de junio 

 

El recurso de amparo tiene origen en un proceso civil de adopción de un menor. Las partes son 

identificadas mediante las iniciales de sus nombres y apellidos, de conformidad con la parte 

dispositiva de la sentencia, en la que se acuerda: “Publíquese esta Sentencia en el "Boletín 

Oficial del Estado", sustituyendo los apellidos de las partes por sus iniciales”. 

 

Sentencia 288/2000, de 27 de noviembre, FJ 1  

 

FJ 1 (…): “Conviene advertir que en el momento de los hechos, el detenido era menor de edad 

en sentido constitucional (art. 12 CE) y civil (art. 315 CC), en cuanto que contaba dieciséis años 

cumplidos, pero era responsable penalmente por ser precisamente mayor de dieciséis años [art. 

8.2 CP de 1973, vigente en virtud de la Disposición derogatoria 1 a) CP de 1995]. De 

conformidad con el art. 8 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración 

de justicia de menores, conocidas como Reglas de Beijing, e incluidas en la Resolución de la 

Asamblea General 40/33, de 29 de noviembre de 1985, no se incluye el nombre y apellidos 

completos del menor ni de sus padres, al objeto de respetar su intimidad”. 

 

Sentencia 124/2002, de 20 de mayo 

 

El recurso de amparo tiene su origen en un proceso civil de acogimiento familiar preadoptivo. 

Las partes son identificadas con sus nombres propios, pero sustituidos los apellidos por sus 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/31
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/2524
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/3379
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4272
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4660
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iniciales, de conformidad con la parte dispositiva de la sentencia, en la que se acuerda: 

“Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del Estado", sustituyendo los apellidos de las 

partes por sus iniciales”. 

 

Sentencia 185/2002, de 14 de octubre 

 

El recurso de amparo tiene su origen en un proceso civil de protección civil del derecho al 

honor, a la intimidad y a la propia imagen, en el que un medio de comunicación resulta 

condenado al pago de una indemnización a una joven cuya intimidad se declara vulnerada por 

la revelación, en dos reportajes publicados en un periódico, de su identidad y de ciertos aspectos 

de su vida privada relacionados con una agresión sexual de que fue objeto. 

No hay motivación expresa en la sentencia, pero las personas físicas intervinientes no son 

identificadas, ni siquiera por iniciales. 

 

Sentencia 221/2002, de 25 de noviembre 

 

El recurso de amparo tiene su origen en un juicio incidental de oposición a la declaración de 

desamparo de una menor. Las partes son identificadas con sus nombres propios pero sustituidos 

los apellidos por sus iniciales, de conformidad con la parte dispositiva de la sentencia, en la que 

se acuerda: “Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial del Estado", sustituyendo los 

apellidos de las partes por sus iniciales”. 

 

Sentencia 94/2003, de 19 de mayo, FJ 7  

 

FJ 7: “La publicación en el "Boletín Oficial del Estado" de la presente Sentencia se realizará 

sin incluir el nombre y los apellidos completos del menor ni los apellidos de su padre, al objeto 

de respetar la intimidad de aquél, de conformidad con el art. 8 de las Reglas mínimas de las 

Naciones Unidas para la Administración de Justicia de Menores (Reglas de Beijing), incluidas 

en la Resolución de la Asamblea General 40/33, de 29 de noviembre de 1985 (STC 288/2000, 

de 27 de noviembre, FJ 1)”. 

En la parte dispositiva de la resolución se dice: “Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial 

del Estado", sustituyendo los apellidos del demandante de amparo y del menor, así como el 

nombre de este último, por sus respectivas iniciales”. 

 

Sentencia 127/2003, de 30 de junio 

 

El recurso de amparo tiene su origen en una demanda de protección civil del derecho a la 

intimidad, honor y propia imagen contra el director y una redactora de un medio de 

comunicación a resultas de dos artículos en los que se la podía identificar como víctima de una 

violación cometida por su padre. 

Se identifica a la demandante como “NN” y al resto de las partes con su identidad real. 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4721
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4757
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4869
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4272
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4902
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Sentencia 144/2003, de 14 de julio 

 

El recurso de amparo tiene su origen en una demanda de adopción de medidas provisionales, 

previas a la interposición de la demanda de separación matrimonial, respecto a la guarda y 

custodia de una hija menor del matrimonio. 

En la parte dispositiva de la resolución se dice: “Publíquese esta Sentencia en el "Boletín Oficial 

del Estado", sustituyendo los apellidos de las partes por sus iniciales”. 

 

Sentencia 30/2005, de 14 de febrero, FJ 7 

 

FJ 7: “La publicación en el "Boletín Oficial del Estado" de la presente Sentencia se realizará 

sin incluir el nombre y los apellidos completos del menor, al objeto de respetar la intimidad de 

aquél, de conformidad con el art. 8 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la 

Administración de Justicia de Menores (Reglas de Beijing), incluidas en la Resolución de la 

Asamblea General 40/33, de 29 de noviembre de 1985 (SSTC 288/2000, de 27 de noviembre, 

FJ 1, y 94/2003, de 19 de mayo, FJ 7)”. 

 

Sentencia 114/2006, de 5 de abril, AH 10 y FFJJ 5 y 8 (ver también Auto 516/2004, 20 de 

diciembre) 

 

FJ 5: “Como ya ha sido expuesto en los antecedentes, el recurrente solicitó a este Tribunal que 

se procediera llevar a cabo la publicación e inserción de la Sentencia que se dictara, incluyendo 

en la misma, en internet y en el BOE electrónico, únicamente sus iniciales, así como las de su 

ex esposa, y demás personas que pudieran constar en la resolución. En atención a ello, y sin 

perjuicio de que este Tribunal ya se ha pronunciado sobre el fondo de las causas en que el 

recurrente sustenta esta petición en el ATC 516/2004, de 20 de diciembre, en virtud de la 

solicitud efectuada por el recurrente en relación con el Auto dictado en el incidente de 

suspensión, es preciso volver sobre este particular, toda vez que este Tribunal expresamente 

acordó resolver sobre ello en Sentencia. Para ello resulta necesario destacar previamente una 

serie de consideraciones tanto sobre el alcance de la publicidad y publicación de las 

resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal como sobre las posibilidades de hacer 

excepciones a la completa identificación de las partes procesales a través de la inclusión de sus 

iniciales. 

En primer lugar, ha de incidirse en que la Ley Orgánica de este Tribunal establece, por un lado, 

y en su artículo 1.1, que “[e]l Tribunal Constitucional, como intérprete supremo de la 

Constitución, es independiente de los demás órganos constitucionales y está sometido sólo a la 

Constitución y a la presente Ley Orgánica”; y, por otro, y en su artículo 80, que se aplicarán 

con carácter supletorio las previsiones de la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ) y de la 

Ley de enjuiciamiento civil (LEC), entre otras materias, en lo relativo a la “publicidad y forma 

de los actos”. Ello determina que resulte inequívoco, desde la perspectiva de la concreta 

naturaleza de la cuestión que se suscita y el órgano al que corresponde resolver sobre la misma, 

que al aparecer referida al alcance de la publicidad de una resolución de este Tribunal y 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4919
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/5290
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4272
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4869
http://tcdshj:8080/es/Resolucion/Show/5716
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/20085
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fundamentarse en la alegación del ejercicio de derechos fundamentales, sea una cuestión 

jurisdiccional de exclusiva competencia de este Tribunal, en tanto que juez del caso en el que 

se suscita y, a la vez, supremo intérprete de la Constitución y órgano jurisdiccional superior en 

cuanto afecta a garantías constitucionales (art. 123.1 CE). Igualmente, también determina que, 

desde la perspectiva de la normativa aplicable para resolver esta cuestión, las únicas previsiones 

a las que en exclusiva ha de atender este Tribunal tanto en lo relativo a la publicidad y 

publicación de sus resoluciones judiciales como, en su caso, a la posibilidad de omitir la 

identificación de las partes, sean la propia Constitución y la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional y, en lo no regulado por éstas y cuando resulten compatibles con la exigencia de 

la publicidad de las resoluciones del Tribunal Constitucional, la Ley Orgánica del Poder Judicial 

y la Ley de enjuiciamiento civil, toda vez que, como ya ha reiterado este Tribunal, la aplicación 

supletoria prevista en el art. 80 LOTC sólo será posible en la medida en que no contradiga lo 

dispuesto en la Ley Orgánica y sus principios inspiradores (STC 86/1982, de 23 de diciembre, 

FJ 2, y ATC 425/2003, de 17 de diciembre, FJ 5)”.  

 

FJ 6: “En concreto, en cuanto a la publicidad y publicación de las resoluciones jurisdiccionales 

del Tribunal Constitucional, las previsiones establecidas en la Constitución son, por un lado, el 

art. 120 CE, en cuyos apartados primero y tercero se establece, respectivamente, el principio 

general de que “[l]as actuaciones judiciales serán públicas, con las excepciones que prevean las 

leyes de procedimiento”, y que “[l]as sentencias serán siempre motivadas”; y, por otro, y muy 

especialmente, el art. 164.1 CE que establece que “[l]as sentencias del Tribunal Constitucional 

se publicarán en el boletín oficial del Estado con los votos particulares, si los hubiere”, 

incidiendo, además, en que el valor de cosa juzgada la adquieren a partir del día siguiente de su 

publicación. Por su parte, las previsiones establecidas en la Ley Orgánica del Tribunal 

Constitucional sobre el particular son, por un lado, el art. 86.2, concretando que la obligación 

de publicación en el Boletín Oficial aparece referida tanto a las Sentencias como a las 

Declaraciones sobre la constitucionalidad de los tratados internacionales y que la misma debe 

producirse dentro de los treinta días siguientes a la fecha del fallo; y, por otro, el art. 99.2, que 

establece, como obligación del Tribunal Constitucional “la recopilación, clasificación y 

publicación de la doctrina constitucional del Tribunal”. 

Una lectura conjunta de estas previsiones, puestas en relación con los arts. 9.1 CE y 5.1 LOPJ, 

determina que resulte también inequívoco que el art. 164.1 CE establece, más allá incluso del 

principio general de publicidad de las actuaciones judiciales y sus resoluciones del art. 120 CE, 

una exigencia constitucional específica de máxima difusión y publicidad de las resoluciones 

jurisdiccionales de este Tribunal, que se concreta, por un lado, en que, junto con la más obvia 

y expresa obligación formal de publicación de determinadas resoluciones en el Boletín Oficial, 

resulte también implícita una obligación material de dar la mayor accesibilidad y difusión 

pública al contenido de todas aquellas resoluciones jurisdiccionales del Tribunal que incorporen 

doctrina constitucional, con independencia de su naturaleza y del proceso en que se dicten; y, 

por otro, en que la publicidad lo ha de ser de la resolución íntegra. 

En efecto, con carácter general, el art. 9.1 CE establece la sujeción de los ciudadanos y los 

poderes públicos a la Constitución y, específicamente en lo referido al Poder Judicial, el art. 5.1 

LOPJ determina la vinculación directa de los órganos judiciales a la Constitución, destacando 

que la misma se produce conforme a la interpretación que de los preceptos y principios 

constitucionales “resulte de las resoluciones dictadas por el Tribunal Constitucional en todo 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/128
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/19563
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tipo de procesos”. En virtud de ello, y desde la perspectiva del alcance del deber de publicidad 

y publicación de las resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal, es obligado concluir, en 

primer lugar, que, como presupuesto para el cumplimiento de esta función específica de la 

jurisprudencia constitucional, resulta necesario que se posibilite el más amplio acceso y 

conocimiento a la interpretación que de los preceptos y principios constitucionales realiza este 

Tribunal. En segundo lugar, que, en la medida en que esa función está vinculada con el 

contenido de las resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal, con independencia de su 

carácter y del proceso en que se dicten, la necesidad de máxima accesibilidad debe ser 

extensible a todas las resoluciones jurisdiccionales del Tribunal siempre que incorporen 

doctrina constitucional, incluyéndose, por tanto, los Autos. En tercer lugar, que la exigencia de 

máxima accesibilidad, si bien respecto de Sentencia y Declaraciones podría quedar garantizada 

formalmente con su publicación en el Boletín Oficial, sin embargo, materialmente, junto con la 

de los Autos, y conforme a lo previsto en el art. 99.2 LOTC, es función ineludible del Tribunal 

Constitucional garantizarla y dotarla de eficacia, a través de dar publicidad a su contenido por 

los medios —impresos, informáticos o de otra índole— que resulten precisos. Y, por último, 

que la publicidad que así debe ser garantizada es la de la resolución judicial en su integridad, 

incluyendo, por lo común, la completa identificación de quienes hayan sido parte en el proceso 

constitucional respectivo, en tanto que permite asegurar intereses de indudable relevancia 

constitucional, como son, ante todo, la constancia del imparcial ejercicio de la jurisdicción 

constitucional y el derecho de todos a ser informados de las circunstancias, también las 

personales, de los casos que por su trascendencia acceden, precisamente, a esta jurisdicción; y 

ello sin olvidar que, en no pocos supuestos, el conocimiento de tales circunstancias será 

necesario para la correcta intelección de la aplicación, en el caso, de la propia doctrina 

constitucional. 

Igualmente, debe destacarse que es también una consecuencia derivada de todo lo anterior, que 

no resulta posible hacer una distinción entre una supuesta publicidad formal, fundamentada en 

la obligación de publicación de las Sentencias y Declaraciones en el “Boletín Oficial del 

Estado” —sea en soporte papel, electrónico o cualquier otro que en cada momento se decida 

legalmente— y una publicidad material, fundamentada en la obligación de dotar de máxima 

difusión y accesibilidad pública a las resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal y que se 

concreta en la inserción que de las mismas realiza el propio Tribunal Constitucional en sus 

recopilaciones jurisprudenciales —también con independencia de que sea en soporte papel, 

informático, en internet o cualquier otro que pudiera acordarse—, ya que si bien la primera 

tiene eventuales efectos jurídicos que no son aplicables a la segunda, sin embargo, ambas 

suponen una publicidad exigida legalmente. Ello refuerza la conclusión, ya señalada 

anteriormente, de que cualquier cuestión relativa a la eventual omisión de la identificación de 

las partes intervinientes en un proceso constitucional tanto en la resolución jurisdiccional que 

se dicte como en la publicidad que de la misma se haga por parte de este Tribunal, al amparo 

de la obligación formal de publicación en el Boletín Oficial o de la obligación material de darle 

la máxima difusión, es de naturaleza jurisdiccional y corresponde resolverla de manera 

exclusiva y excluyente a este Tribunal con la sola sujeción a lo previsto en la Constitución y en 

la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional”.  

 

FJ 7:  “La exigencia constitucional de máxima difusión y publicidad del contenido íntegro de 

las resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal que incorporan doctrina constitucional, sin 

embargo, no es de carácter absoluto y cabe ser excepcionada en determinados supuestos. 
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Aunque no existe, en lo que se refiere específicamente a las resoluciones jurisdiccionales de 

este Tribunal, una previsión concreta sobre esta posibilidad, no obstante, se puede derivar, por 

un lado, y como ya se destacara en el ATC 516/2004, de 20 de diciembre, FJ 1, del art. 120.1 

CE, que al enunciar el principio de publicidad de las actuaciones judiciales, establece la 

posibilidad de excepcionarlo en los términos previstos en la leyes de procedimiento; y, por otro, 

y especialmente, de la circunstancia de que, como cualquier otra exigencia constitucional, dicho 

principio puede resultar limitado por la eventual prevalencia de otros derechos fundamentales 

y garantías constitucionales con los que entre en conflicto, y que debe ser ponderada en cada 

caso. 

Más complejo resulta delimitar los criterios que hacen posible establecer excepciones a esta 

exigencia constitucional por resultar prevalentes otros intereses constitucionales. El art. 6.4 de 

la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, por la que se regula la protección de datos de 

carácter personal (en adelante LOPD), establece que “[e]n los casos en los que no sea necesario 

el consentimiento del afectado para el tratamiento de los datos de carácter personal, y siempre 

que una ley no disponga lo contrario, éste podrá oponerse a su tratamiento cuando existan 

motivos fundados y legítimos relativos a una concreta situación personal”. Más en particular, 

la posibilidad de excepcionar la publicidad de la integridad de una resolución judicial ha sido 

recientemente incorporada al ordenamiento jurídico merced a la reforma operada en el art. 

266.1 LOPJ por la Ley Orgánica 19/2003, de 23 de diciembre, que ha añadido en dicho precepto 

un párrafo segundo en el que se establece que “[e]l acceso al texto de las sentencias, o a 

determinados extremos de las mismas, podrá quedar restringido cuando el mismo pudiera 

afectar al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un especial deber 

de tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda, así como, 

con carácter general, para evitar que las sentencias puedan ser usadas con fines contrarios a las 

leyes”. Estas previsiones no se refieren específicamente a la publicidad de las resoluciones de 

este Tribunal. Ambas se sitúan fuera del marco normativo que encuadra la actividad 

jurisdiccional del Tribunal Constitucional, que, como se ha recordado, sólo está sometido en el 

ejercicio de la misma a la Constitución y a su Ley Orgánica (art. 1.1 LOTC). No obstante, el 

art. 266.1 LOPJ, de conformidad con el art. 80 LOTC, resulta aplicable de manera subsidiaria 

e indirecta, y en los límites en que resulte posible por ser compatible con la específica exigencia 

de máxima difusión de las resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal, toda vez que, como 

ya hemos reiterado, la aplicación supletoria prevista en el art. 80 LOTC sólo será posible en la 

medida en que no contradiga lo dispuesto en la Ley Orgánica y sus principios inspiradores (STC 

86/1982, de 23 de diciembre, FJ 2, y ATC 425/2003, de 17 de diciembre, FJ 5). 

Siendo evidente que la posibilidad misma, prevista en el art. 266.1 LOPJ, de restringir 

totalmente el acceso al texto de una Sentencia podría resultar problemática, en lo que se refiere 

a las Sentencias constitucionales, merced a la obligación de su publicación formal en el Boletín 

Oficial, prevista tanto en el art. 164.1 CE como en el art. 86.2 LOTC, y que, incluso, la 

posibilidad de omitir la identificación de las partes intervinientes en el proceso puede resultar, 

por lo común, mucho más excepcional en los procesos constitucionales que en los procesos 

judiciales, merced a la obligación material, derivada de los arts. 164.1 CE y 99.2 LOTC, de 

garantizar la máxima difusión de las resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal; el art. 266.1 

LOPJ en conjunción con el citado art. 6.4 LOPD, en todo caso, puede servir de elemento de 

referencia tanto en lo relativo a establecer la necesidad de que la decisión sobre la restricción 

de la publicidad de las partes intervinientes en el proceso constitucional se realice haciendo una 

ponderación individualizada de los intereses constitucionales concurrentes en el caso con los 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/20085
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/128
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/19563
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que el principio de publicidad pueda entrar en conflicto, como en lo relativo a poner de 

manifiesto cuáles son los intereses que pudieran resultar prevalentes, singularmente el derecho 

a la intimidad, los derechos de quienes requieren un especial deber de tutela, la garantía del 

anonimato, cuando proceda, de las víctimas y perjudicados, y la evitación de que dichos datos 

puedan ser usados con fines contrarios a las leyes. En todo caso, debe hacerse especial 

incidencia en que el tenor literal del art. 266.1 LOPJ no implica una limitación de los derechos 

fundamentales y garantías constitucionales con los que pueda entrar eventualmente en conflicto 

el principio constitucional de máxima difusión de las resoluciones jurisdiccionales del Tribunal 

Constitucional, toda vez que cualquier derecho fundamental o garantía constitucional es 

susceptible de ser ponderado respecto de la posibilidad de hacer excepciones a dicho principio, 

incluyendo, desde luego, el derecho fundamental previsto en el art. 18.4 CE en los términos y 

con la amplitud y autonomía que le ha sido reconocido por este Tribunal en la STC 292/2000, 

de 30 de noviembre, en sus fundamentos jurídicos 5 y 6. 

La necesidad de realizar esta ponderación y la identificación de los específicos intereses a tomar 

en consideración para justificar la excepción de la publicidad íntegra de la resolución viene 

siendo una práctica habitual de este Tribunal, en una labor que responde a criterios también 

seguidos por otros Altos Tribunales extranjeros, supranacionales e internacionales y, muy 

especialmente, por el Tribunal Europeo de Derechos Humanos. Así, este Tribunal 

Constitucional, como ya se ha señalado en el ATC 516/2004, de 20 de diciembre, FJ 1, sin 

perjuicio del especial cuidado que muestra en no incluir en sus resoluciones ningún dato 

personal que no resulte estrictamente necesario para formular su razonamiento y el 

correspondiente fallo, en diferentes ocasiones y desde sus inicios, como demuestra la STC 

31/1981, de 28 de julio, ha procedido a omitir la identificación de determinadas personas que 

aparecían mencionadas en sus resoluciones, bien atendiendo a la garantía del anonimato de las 

víctimas y perjudicados en casos especiales (SSTC 185/2002, de 14 de octubre, o 127/2003, de 

30 de junio); bien atendiendo el específico deber de tutela de los menores, tanto en supuestos 

de litigios relativos a su filiación o custodia (SSTC 7/1994, de 17 de enero, o 144/2003, de 14 

de julio), procedimientos de adopción o desamparo (SSTC 114/1997, de 16 de junio; 124/2002, 

de 20 de mayo; 221/2002, de 25 de noviembre, o 94/2003, de 19 de mayo) como, de 

conformidad con el art. 8 de las Reglas mínimas de las Naciones Unidas para la Administración 

de Justicia de menores (Reglas de Beijing), incluidas en la Resolución de la Asamblea General 

40/33, de 29 de noviembre de 1985, en supuestos de ser acusados de hechos delictivos (SSTC 

288/2000, de 27 de noviembre, o 30/2005, de 14 de febrero). Sin perjuicio de ello, también se 

ha destacado en la reciente STC 68/2005, de 31 de marzo, que “quien participa por decisión 

propia en un procedimiento público ... no puede invocar su derecho fundamental a la intimidad 

personal ni la garantía frente al uso de la informática (art. 18.1 y 4 CE) por el mero hecho de 

que los actos del procedimiento en los que deba figurar su nombre sean, por mandato de la 

Constitución o con apoyo en ella, objeto de publicación oficial o de la publicidad y accesibilidad 

que la trascendencia del propio procedimiento en cada caso demande; ello sin perjuicio, claro 

es, de que el contenido mismo de tales actos incorpore, eventualmente, datos que puedan 

considerarse inherentes a la intimidad del sujeto, supuesto en el cual sí operan, en plenitud, 

aquellas garantías constitucionales” (FJ 15). 

Esta labor, como se ha señalado anteriormente, responde también a la práctica seguida por el 

Tribunal Europeo de Derechos Humanos tanto en su Reglamento de procedimiento como en su 

jurisprudencia. Así, el Reglamento del Tribunal, en su versión consolidada que entró en vigor 

el 1 de diciembre de 2005, establece en su art. 47.3 que los demandantes que no deseen que su 
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identidad sea revelada públicamente deberán solicitarlo y exponer las razones que justifiquen 

la excepción del principio general de publicidad del procedimiento y que el Presidente de la 

Sala sólo podrá autorizar el anonimato en casos excepcionales y debidamente justificados. Del 

mismo modo, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos en la Sentencia de 25 de febrero de 

1997, Z. c. Finlandia, ya declaró la existencia de un interés general en garantizar la transparencia 

de los procesos judiciales para preservar la confianza pública en la justicia (§ 77) cuya 

relevancia implica que no necesariamente deba ceder en caso de entrar en conflicto con el 

derecho a la intimidad, incluso en relación con un aspecto tan sensible como es la protección 

de la confidencialidad de los datos médicos (§ 97). 

Por tanto, como ya se ha destacado, este Tribunal puede excepcionar mediante una decisión 

jurisdiccional, adoptada de oficio o a instancia de parte, la exigencia constitucional de máxima 

difusión y publicidad del contenido íntegro de sus resoluciones jurisdiccionales que incorporan 

doctrina constitucional, en lo relativo a la identificación de las partes intervinientes en el 

proceso, si bien dicha decisión sólo resultará procedente cuando a partir de la ponderación de 

circunstancias concurrentes en el caso debidamente acreditadas quede justificada por resultar 

prevalentes otros intereses constitucionales”.  

 

FJ 8: “En el presente caso el recurrente alegó para fundamentar su solicitud tanto motivos de 

seguridad personal, como de prestigio y dignidad personal y profesional. La concreta 

ponderación de estos motivos, como se ha señalado anteriormente, ya fue desarrollada por este 

Tribunal en el fundamento jurídico 2 del citado ATC 516/2004, de 20 de diciembre, en relación 

con la solicitud del recurrente de que tanto el Auto dictado en el incidente de suspensión de este 

proceso de amparo como cualesquiera otro que pudiera recaer, se publicasen citando sólo sus 

iniciales. 

En dicha resolución se señaló, en relación con los motivos de seguridad personal, que el 

recurrente hace residenciar en la posible actuación de terceros ajenos al procedimiento judicial 

derivados de su actividad profesional, “en primer lugar, que la situación de riesgo no tiene su 

origen directo ni indirecto en el procedimiento que ha dado lugar al presente amparo, sino que 

es previa y absolutamente desvinculada del mismo; en segundo lugar, que los hechos que dieron 

lugar a la Sentencia condenatoria recurrida en amparo aparecen vinculados al ámbito de 

actuación privada del recurrente sin que guarden ninguna relación directa ni indirecta con el 

desarrollo de su actividad profesional; y, por último, que, en cualquier caso, ni en el Auto de 

suspensión ya dictado se hace referencia a ningún dato personal que permitiera la localización 

física del recurrente ni tampoco en la Sentencia que recaiga en el presente amparo, a tenor de 

la cuestión planteada, resultará necesaria una referencia que hiciera posible dicha localización. 

Por tanto, la mera identificación del demandante en las publicaciones de las resoluciones 

recaídas en el presente amparo no supone la aportación de elementos que puedan tener 

influencia de ningún tipo sobre la eventual situación de riesgo preexistente para la seguridad 

personal denunciada por el recurrente” (ATC 516/2004, FJ 2). 

Del mismo modo, en relación con los motivos de afectación al prestigio y dignidad personal y 

profesional del recurrente, derivado de que se conociera el hecho de haber sido objeto de 

procedimiento penal se destacó, para confirmar su rechazo, “que este Tribunal ha reiterado que 

la imposición, como tal, de penas o sanciones disciplinarias no vulnera el derecho al honor 

(STC 227/1992, 14 de diciembre, FJ 4) y que el honor no constituye ni puede constituir 

obstáculo alguno para que, a través de expedientes administrativos o procesos judiciales se 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/20085
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pongan en cuestión las conductas sospechosas de haber incurrido en ilicitud   (STC 50/1983, de 

14 de junio, FJ 3)” (ATC 516/2004, FJ 2). 

En coherencia con aquel pronunciamiento, que no cabe ahora sino ratificar, en tanto que la 

presente solicitud se fundamenta en los mismos motivos que ya fueron allí valorados, debe 

desestimarse que las razones aducidas por el recurrente puedan resultar suficientes como para 

justificar que se excepcione la exigencia constitucional de máxima difusión pública del 

contenido íntegro de las resoluciones jurisdiccionales de este Tribunal que incorporan doctrina 

constitucional, tanto en lo relativo a la inclusión en la presente Sentencia de las iniciales para 

identificar a las partes intervinientes, como en la publicidad que de la misma se haga en el 

Boletín Oficial o en las recopilaciones oficiales de este Tribunal en cualquiera de sus soportes”.  

 

Sentencia 176/2008, de 22 de diciembre, FJ 9 

Se trata de un caso de restricción temporal de los derechos de visita de un padre transexual. 

 

FJ 9: “Correspondiendo a este Tribunal la adopción, en cuanto a la forma de sus resoluciones, 

de “las medidas que estime pertinentes para la protección de los derechos reconocidos en el art. 

18.4 de la Constitución” (art. 86.3 LOTC), la presente Sentencia no incluye la identificación 

completa del recurrente, ni la de su cónyuge separado legalmente, con el objeto de respetar la 

intimidad del hijo común de ambos, menor de edad, tal como ya ha señalado este Tribunal en 

anteriores ocasiones (SSTC 288/2000, de 27 de noviembre, FJ 1; 94/2003, de 19 de mayo, FJ 

7; 30/2005, de 14 de febrero, FJ 7; y 114/2006, de 5 de abril, FJ 7)”. 

 

Sentencia 183/2008, de 22 de diciembre, FJ 6 

 

FJ 6: “En el ejercicio de la competencia de este Tribunal de protección de datos de carácter 

personal, la presente resolución no incluye la identificación completa del recurrente, menor de 

edad cuando sucedieron los hechos enjuiciados, con el objeto de respetar su intimidad, tal como 

ya ha señalado este Tribunal en otras ocasiones (por todas, STC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7)”. 

 

Sentencia 77/2009, de 23 de marzo, FJ 5 

 

Una revista publicó una serie de artículos sobre la secta Ceis, relatando las actividades de sus 

seguidores y dirigentes, manifestando que se trataba de la tapadera de un negocio de 

prostitución del que se beneficiaba su líder. En los reportajes se publicaron fotografías íntimas 

de dos mujeres y un hombre en las cuales aparecen sus cuerpos desnudos o semidesnudos 

acompañadas con titulares ofensivos. Se denegó el amparo. 

 

FJ 5: “En el ejercicio de las competencias que, conforme a lo dispuesto en el art. 86.3 LOTC, 

corresponden en exclusiva a este Tribunal en materia de protección de datos de carácter 

personal en lo que se refiere a la publicación y difusión de sus resoluciones (por todas, STC 

183/2008, de 22 de diciembre, FJ 6), la presente Sentencia no incluye la identificación completa 

http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/178
http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/20085
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http://hj.tribunalconstitucional.es/es-ES/Resolucion/Show/4272
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de los comparecientes, teniendo en cuenta que por las especiales características del caso podría 

resultar afectada su intimidad, que es un interés constitucional que, conforme ha reiterado este 

Tribunal, permite excepcionar la exigencia constitucional de máxima difusión y publicidad del 

contenido íntegro de sus resoluciones jurisdiccionales en lo relativo a la identificación de las 

partes intervinientes en el proceso (por todas, STC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7)”. 

 

Sentencia 141/2012, de 2 de julio, FJ 8 

El demandante de amparo fue internado, sin su consentimiento, en un hospital psiquiátrico.  

 

FJ 8: (…) Finalmente el ejercicio de las potestades atribuidas a este Tribunal por el art. 86.3 

LOTC, en materia de protección de datos de carácter personal en el ámbito de la publicación y 

difusión de sus resoluciones, se ha resuelto que la presente Sentencia no incluya la 

identificación completa del recurrente, con el fin de respetar su intimidad teniendo en cuenta 

los hechos del caso (SSTC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7; 176/2008, de 22 de diciembre, FJ 9; y 

77/2009, de 23 de marzo, FJ 5).  

 

Sentencia 182/2015, de 7 de septiembre 

 

Se trata del caso de una menor que ingresa en un centro hospitalario y en que la resolución 

judicial ratificando el internamiento se produce tardíamente. 

Aquí no se incluyó motivación de por qué se ponían las iniciales y no el nombre completo. 

 

Sentencia 13/2016, de 1 de febrero, FJ 1 

 

FJ 1: (…) Debemos asimismo indicar que, de acuerdo con las potestades atribuidas a este 

Tribunal por el art. 86.3 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) y el Acuerdo 

del Pleno de 23 de julio de 2015 en materia de protección de datos de carácter personal en el 

ámbito de la publicación y difusión de sus resoluciones jurisdiccionales, la presente Sentencia 

no incluye la identificación completa de la demandante de amparo, sometida a internamiento 

por razón de trastorno psíquico, con el fin de proteger así su intimidad “…teniendo en cuenta 

los hechos del caso (SSTC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7; 176/2008, de 22 de diciembre, FJ 9; y 

77/2009, de 23 de marzo, FJ 5)” [STC 141/2012, de 2 de julio, FJ 8; igualmente, STC 182/2015, 

de 7 de septiembre]. 

 

Sentencia 22/2016, de 15 de febrero, FJ 1 

 

FJ 1: (…) Debemos asimismo indicar que, de acuerdo con las potestades atribuidas a este 

Tribunal ex art. 86.3 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) y el acuerdo del 

Pleno de 23 de julio de 2015, en materia de protección de datos de carácter personal en el ámbito 

de la publicación y difusión de sus resoluciones jurisdiccionales, la presente Sentencia no 

incluye la identificación completa de la persona sometida a internamiento por razón de trastorno 
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psíquico, cuyos derechos ha tutelado el Fiscal mediante la interposición del presente recurso de 

amparo, con el fin de proteger así su intimidad, “…teniendo en cuenta los hechos del caso 

(SSTC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7; 176/2008, de 22 de diciembre, FJ 9; y 77/2009, de 23 de 

marzo, FJ 5)” [STC 141/2012, FJ 8; en el mismo sentido, SSTC 182/2015, de 7 de septiembre, 

y 13/2016, de 1 de febrero, FJ 1]. 

 

Sentencia 34/2016, de 29 de febrero, FJ 1 

 

FJ 1: (…) Debemos asimismo indicar que, de acuerdo con las potestades atribuidas a este 

Tribunal ex art. 86.3 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) y el acuerdo del 

Pleno de 23 de julio de 2015, en materia de protección de datos de carácter personal en el ámbito 

de la publicación y difusión de sus resoluciones jurisdiccionales, la presente Sentencia no 

incluye la identificación completa de la persona sometida a internamiento por razón de trastorno 

psíquico, cuyos derechos ha tutelado el Fiscal mediante la interposición del presente recurso de 

amparo, con el fin de proteger así su intimidad, “…teniendo en cuenta los hechos del caso 

(SSTC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7; 176/2008, de 22 de diciembre, FJ 9; y 77/2009, de 23 de 

marzo, FJ 5)” (STC 141/2012, FJ 8; en el mismo sentido, SSTC 182/2015, de 7 de septiembre; 

13/2016, de 1 de febrero, FJ 1, y 22/2016, de 15 de febrero, FJ 1). 

 

Sentencia 50/2016, de 14 de marzo, FJ 1 

 

FJ 1: (…) Debemos asimismo indicar que, de acuerdo con las potestades atribuidas a este 

Tribunal ex art. 86.3 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) y el acuerdo del 

Pleno de 23 de julio de 2015, en materia de protección de datos de carácter personal en el ámbito 

de la publicación y difusión de sus resoluciones jurisdiccionales, la presente Sentencia no 

incluye la identificación completa de la persona sometida a internamiento por razón de trastorno 

psíquico, cuyos derechos ha tutelado el Fiscal mediante la interposición del presente recurso de 

amparo, con el fin de proteger así su intimidad, “…teniendo en cuenta los hechos del caso 

(SSTC 114/2006, de 5 de abril, FJ 7; 176/2008, de 22 de diciembre, FJ 9; y 77/2009, de 23 de 

marzo, FJ 5)” [STC 141/2012, FJ 8; en el mismo sentido, SSTC 182/2015; 13/2016, de 1 de 

febrero, FJ 1, y 22/2016, de 15 de febrero, FJ 1]. 

 

Sentencia 132/2016, de 18 de julio, FJ 2.c) 

 

FJ 2.c): (…) Debemos asimismo indicar que, de acuerdo con las potestades atribuidas a este 

Tribunal por el art. 86.3 LOTC y el Acuerdo del Pleno de 23 de julio de 2015, en materia de 

protección de datos de carácter personal en el ámbito de la publicación y difusión de sus 

resoluciones jurisdiccionales, la presente Sentencia no incluye la identificación completa de la 

persona sometida a internamiento por razón de trastorno psíquico, cuyos derechos ha tutelado 

el Ministerio Fiscal mediante la interposición del presente recurso de amparo, con el fin de 

proteger así su intimidad “teniendo en cuenta los hechos del caso (SSTC 114/2006, de 5 de 

abril, FJ 7; 176/2008, de 22 de diciembre, FJ 9; y 77/2009, de 23 de marzo, FJ 5)” [STC 
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141/2012, de 2 de julio, FJ 8; en el mismo sentido, SSTC 182/2015, de 7 de septiembre, FJ 2; 

13/2016, de 1 de febrero, FJ 1, y 34/2016, de 29 de febrero, FJ 1, entre otras]. 

 

Sentencia 31/2017, de 27 de febrero, FJ 1.c) 

 

FJ 1.c): (…) Finalmente, con el fin de preservar la intimidad de la persona que ha sido declarada 

incapaz por las resoluciones impugnadas y cuyos derechos tutela el Fiscal en este amparo, en 

aplicación de las potestades atribuidas a este Tribunal por el art. 86.3 LOTC y el acuerdo del 

Pleno de 23 de julio de 2015 “por el que se regula la exclusión de los datos de identidad personal 

en la publicación de las resoluciones jurisdiccionales” (“BOE” núm. 178, del 27 de julio de 

2015), la presente Sentencia no incluye la identificación completa de dicha persona ni, a estos 

mismos efectos, la de sus parientes inmediatos que aparecen mencionados en las actuaciones 

[SSTC 141/2012, FJ 8; en el mismo sentido, SSTC 182/2015, de 7 de septiembre, y 13/2016, 

de 1 de febrero, FJ 1; 22/2016, FJ 1; 34/2016, de 29 de febrero, FJ 1; 50/2016, de 14 de marzo, 

FJ 1, y 132/2016, de 18 de julio, FJ 1 c)]. 

 

Sentencia 85/2017, de 3 de julio, FJ 1.c) 

 

FJ 1.c): (…) Finalmente, con el fin de preservar la intimidad de la persona que ha sido declarada 

incapaz por las resoluciones impugnadas y cuyos derechos tutela el Fiscal en este amparo, en 

aplicación de las potestades atribuidas a este Tribunal por el artículo 86.3 LOTC y el acuerdo 

del Pleno de 23 de julio de 2015 “por el que se regula la exclusión de los datos de identidad 

personal en la publicación de las resoluciones jurisdiccionales” (“BOE” núm. 178, de 27 de 

julio de 2015), la presente Sentencia no incluye la identificación completa de dicha persona ni, 

a estos mismos efectos, la de sus parientes inmediatos que aparecen mencionados en las 

actuaciones [SSTC 141/2012, FJ 8; en el mismo sentido, SSTC 182/2015, de 7 de septiembre; 

13/2016, de 1 de febrero, FJ 1; 22/2016, FJ 1; 34/2016, de 29 de febrero, FJ 1; 50/2016, de 14 

de marzo, FJ 1; 132/2016, de 18 de julio, FJ 1 c), y 31/2017, de 27 de febrero, FJ 1 c)]. 

 

Sentencia 3/2018, de 22 de enero, FJ 1 

 

FJ 1: (…) Ha de indicarse de una vez que con el fin de preservar la intimidad del recurrente en 

amparo, de quien el expediente administrativo y las resoluciones impugnadas aportan datos 

personales sobre su situación de discapacidad mental, del mismo modo como hemos resuelto 

en ocasiones similares “en aplicación de las potestades atribuidas a este Tribunal por el artículo 

86.3 Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) y el acuerdo del Pleno de 23 de julio 

de 2015, por el que se regula la exclusión de los datos de identidad personal en la publicación 

de las resoluciones jurisdiccionales (“Boletín Oficial del Estado” núm. 178, de 27 de julio de 

2015), la presente Sentencia no incluye la identificación completa de dicha persona ni, a estos 

mismos efectos, la de sus parientes inmediatos que aparecen mencionados en las actuaciones 

[STC 141/2012, FJ 8; en el mismo sentido, SSTC 182/2015, de 7 de septiembre; 13/2016, de 1 

de febrero, FJ 1; 22/2016, FJ 1; 34/2016, de 29 de febrero, FJ 1; 50/2016, de 14 de marzo, FJ 
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1; 132/2016, de 18 de julio, FJ 1 c); 31/2017, de 27 de febrero, FJ 1 c), y 85/2017, de 3 de julio, 

FJ 1]. 

 

Sentencia 58/2018, de 4 de junio, FJ 2  

 

Contiene una motivación ad hoc para justificar la supresión del nombre completo de los 

demandantes, en atención justamente a la naturaleza del debate planteado (derecho al olvido). 

FJ 2: “Según se ha expuesto en los antecedentes de esta Sentencia, quienes interponen el recurso 

de amparo han solicitado la exclusión en ella de cualquier dato de carácter personal que 

permitiese su identificación. Pues bien, de acuerdo con lo solicitado, en la presente resolución 

se han sustituido las menciones de su identidad por las iniciales correspondientes y se han 

omitido, tanto en el relato fáctico, como en la fundamentación jurídica, cuantos datos ha 

considerado la Sala que permitirían su identificación, de acuerdo con las potestades atribuidas 

a este Tribunal por el artículo 86.3 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) y 

los artículos 2 y 3 del acuerdo del Pleno de 23 de julio de 2015, por el que se regula la exclusión 

de los datos de identidad personal en la publicación de las resoluciones jurisdiccionales. 

Este Tribunal sostiene habitualmente, al aplicar lo dispuesto en el artículo 164 CE y 

concordantes relativo a la publicidad de las resoluciones de la jurisdicción constitucional, que 

la exigencia constitucional de máxima difusión y publicidad de las mismas se refiere a las 

resoluciones íntegras (STC 114/2006, de 5 de abril, FFJJ 6 y 7), y, por tanto, a la completa 

identificación de quienes hayan sido parte en el proceso constitucional respectivo. Esta difusión 

íntegra “permite asegurar intereses de indudable relevancia constitucional, como son, ante todo, 

la constancia del imparcial ejercicio de la jurisdicción constitucional y el derecho de todos a ser 

informados de las circunstancias, también las personales, de los casos que por su trascendencia 

acceden, precisamente, a esta jurisdicción; y ello sin olvidar que, en no pocos supuestos, el 

conocimiento de tales circunstancias será necesario para la correcta intelección de la aplicación, 

en el caso, de la propia doctrina constitucional.” (STC 114/2006, FJ 6). 

No obstante, la especificidad del supuesto que nos ocupa exige formular una excepción a esta 

regla general. En el presente recurso de amparo, se debate sobre la repercusión en la reputación 

de las personas recurrentes de la publicidad de ciertos hechos sucedidos hace tres décadas. Si 

se publicara la presente resolución, no ya en el “Boletín Oficial del Estado”, sino, 

eventualmente, en los medios de comunicación que podrían replicarla, sin “oscurecer” tanto los 

datos personales de las personas recurrentes, como el supuesto fáctico de origen, de modo tal 

que se permitiera su identificación, el efecto inmediato de la sentencia, independientemente del 

sentido, estimatorio o desestimatorio, del fallo de la misma, sería la recuperación y 

actualización de los datos referidos, para hacerlos de nuevo noticiables. Y de este modo el efecto 

querido por el recurso, y el efecto automático alcanzado serían abiertamente incompatibles, por 

lo que el otorgamiento del amparo, de producirse, no provocaría una real reparación de los 

derechos fundamentales cuya vulneración se alega. 

La Sala, teniendo en cuenta tales circunstancias y que las personas demandantes de amparo no 

tienen relevancia pública alguna, ni por sus profesiones, ni por su presencia en el espacio 

público, ni por ninguna otra circunstancia, considera prevalente su derecho fundamental a la 

intimidad sobre la exigencia constitucional de publicidad de las resoluciones del Tribunal y, 

por tanto, entiende justificada la exclusión de sus datos de identidad en la Sentencia”.  
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Sentencia 84/2018, de 16 de julio, FJ 1  

 

En este caso, se preserva la intimidad del hijo menor del recurrente y de su esposa. 

FJ 1: (…) Como última apreciación previa al análisis del fondo del presente recurso, indicamos 

que con el fin de preservar la intimidad del recurrente en amparo, su esposa e hijo menor de 

edad, y siguiendo doctrina constitucional reiterada, “en aplicación de las potestades atribuidas 

a este Tribunal por el artículo 86.3 Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC) y el 

acuerdo del Pleno de 23 de julio de 2015, por el que se regula la exclusión de los datos de 

identidad personal en la publicación de las resoluciones jurisdiccionales (‘Boletín Oficial del 

Estado’ núm. 178, de 27 de julio de 2015), la presente Sentencia no incluye la identificación 

completa de dicha persona ni, a estos mismos efectos, la de sus parientes inmediatos que 

aparecen mencionados en las actuaciones [STC 141/2012, FJ 8; en el mismo sentido, SSTC 

182/2015, de 7 de septiembre, 13/2016, de 1 de febrero, FJ 1; 22/2016, FJ 1; 34/2016, de 29 de 

febrero, FJ 1; 50/2016, de 14 de marzo, FJ 1; 132/2016, de 18 de julio, FJ 1 c); 31/2017, de 27 

de febrero, FJ 1 c), y 85/2017, de 3 de julio, FJ 1]” (STC 3/2018, de 22 de enero, FJ 1). 

 

Sentencia 10/2019, de 28 de enero  

 

Se trata de un proceso promovido por quince personas contra las resoluciones judiciales que 

acordaron el archivo -por falta de jurisdicción de los tribunales españoles- de la querella 

presentada en relación con posibles delitos de genocidio y torturas que habrían padecido los 

miembros del movimiento espiritual denominado Falun Gong.  

Ya se omitían algunos nombres en las resoluciones judiciales. En la sentencia constitucional se 

omiten los de todos, bien poniendo iniciales, bien omitiendo todo dato identificativo, sin que 

en la sentencia se ofrezcan las razones. Acaso para evitar represalias contra ellos. 
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